Redacta: SOLANO CARRERA 

Exp. 6543-S-95 Voto N°.0230-96 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas treinta y nueve minutos del día doce de enero de mil novecientos noventa y seis. 

Consulta preceptiva de constitucionalidad, formulada por la Asamblea Legislativa en relación al proyecto de ley de "APROBACION A LA CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS, SUSCRITA POR COSTA RICA EL 9 DE JUNIO DE 1994, POR LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACION DE ESTADOS AMERICANOS (OEA), EN LA CIUDAD DE BELÉN, BRASIL" (Expediente N°12.128). 

RESULTANDO: 

I. La consulta preceptiva fue formulada por el Presidente del Directorio Legislativo, Lic. Antonio Alvarez Desanti, según oficio del día 13 de diciembre último. 

II. El Presidente de la Sala tuvo por cumplidos los requisitos de ley y turnó su estudio inicial al Magistrado ponente, mediante resolución de las ocho horas y treinta y cinco minutos, del día quince de diciembre. 

Redacta el Magistrado SOLANO CARRERA. 

CONSIDERANDO: 

I. SOBRE LAS CUESTIONES DE FORMA. 

La Sala no encuentra aspectos formales que incidan negativamente en la tramitación del expediente, que es iniciativa del Poder Ejecutivo y fue aprobado en primer debate, en la sesión extraordinaria plenaria N°108, del 5 de diciembre de 1995, ya que en ese período fue incluida en la Convocatoria respectiva, también del Poder Ejecutivo. 

II. SOBRE EL FONDO DE LA CONVENCION. 

A. LOS OBJETIVOS DE LA CONVENCION. 

Efectivamente, como se indica en el preámbulo de la convención, la desaparición forzada, también denominada forzosa o involuntaria en otros instrumentos y documentos internacionales, constituye una grave ofensa a la dignidad intrínseca de la persona humana y está en contradicción con los principios y propósitos consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos. Igualmente, debe entenderse que la práctica sistemática de la desaparición forzada de personas, constituye un crimen de lesa humanidad, por los medios y formas utilizados en su ejecución, generalmente disimulados en complejos mecanismos de poder, de donde se desprende también una clara incompatibilidad con el Estado constitucional y democrático de derecho, que promueve la consolidación de la libertad, un trato digno y el desarrollo pleno de las personas. Esto se rescata, dentro de otras expresiones de similar importancia de la Convención, ya que coincide con la letra y el espíritu de nuestra Constitución Política, particularmente en lo prescrito por el artículo uno (Estado democrático), nueve (Gobierno y funcionarios responsables por sus actos), once (Principio de Legalidad de la administración), veintiuno (inviolabilidad de la vida humana), veintidós (libertad ambulatoria) y cuarenta y ocho (valor de los instrumentos internacionales de Derechos Humanos en relación con el respeto a la libertad y la integridad física y psíquica de las personas). De tal manera, la Convención viene a fortalecer la concepción que tenemos en Costa Rica de un Estado constitucional y democrático. En ese sentido, no podría formulársele reparo alguno, sino más bien afirmar la necesidad de su existencia, aun cuando sabemos que Costa Rica, a través de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos, ha venido formando parte de los esfuerzos que desde tiempo atrás y prácticamente desde que la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Resolución 33/173, de 1978. 

B. ASPECTOS PUNTUALES DE LA CONVENCION. 

B.1. El deber de legislar que se impone a Costa Rica. 

Puede decirse que se hace más que necesaria la existencia de esta Convención, porque incluso impone al Estado costarricense, a través de su Asamblea Legislativa, el deber de legislar para crear el DELITO DE DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS, en base a un texto inicial que se formula, pero que podría ser mejorado en algún extremo, tomando en cuenta circunstancias de tiempo y lugar, no siempre idénticas en los distintos países. Es importante para la Sala, señalar que no por entenderse que Costa Rica es un país de tradición civilista, pluralista o tolerante, pueda estar exento de las conductas que el Convenio trata de regular y reprimir. 

B.2. La imprescriptibilidad de la acción penal. 

La Convención también indica que, salvo que en el Estado exista una norma fundamental que lo impida, se entiende que los delitos relacionados con la desaparición forzada de personas, son imprescriptibles. Ciertamente, nuestra Constitución Política no se ocupa de esta materia, pero eventualmente podría pensarse que sí integra el principio genérico del debido proceso, el que todo delito tenga un plazo de prescripción y que este plazo sea más o menos compatible con el de otros delitos contemplados por la legislación interna, sirviendo como parámetro para su establecimiento la gravedad de los distintos delitos (artículo 39 de la Constitución Política). Sin embargo, debe tomarse en cuenta para el caso concreto, que se está legislando sobre un delito considerado de "lesa humanidad", es decir, que no solamente afecta intereses individuales, sino los intereses de la humanidad entera, como especie. Se trata de delitos de la más perversa planificación y ejecución, en donde generalmente el aparato del Estado, o algún sector de éste, poderoso, directa o indirectamente se involucra en la desaparición de personas, con todas las posibilidades de la impunidad.Y, por eso mismo, la persecución de este tipo de delitos trasciende al interés de un Estado o país en particular, de manera que todas esas circunstancias ameritan que reciba ese tratamiento especial (Artículo VII). Es la calidad de los autores, la utilización de los medios, y la gravedad del delito en sí mismo que, como lo demuestran experiencias recientes del entorno Latinoamericano, van más allá del daño a las personas, que lo causan de forma inimaginable, hasta convertirse en tragedia para la sociedad entera de los países. Otro tanto cabe decir de la imprescriptibilidad de la pena, pues de qué valdría una sentencia condenatoria, si los sentenciados cuenta con una red de protección que les permitiría evadir su cumplimiento? De allí que la mayoría de la Sala, con el voto salvado de los Magistrados Piza, Castro y Arias, estime que la nota de imprescriptibilidad no es irrazonable como respuesta del ordenamiento a esta clase de delito. 

B.3. Otras notas especiales. 

La Convención impone un compromiso para que este tipo de delitos se incluye como susceptible de extradición en cualquier tratado de extradición que suscriban en el futuro (Art. V). Asimismo, que no se considerará delito político, ni se admitirá como eximente la obediencia debida (Art. VIII), ni privilegios, inmunidades o jurisdicciones especiales (Art. IX), ni invocarse circunstancias excepcionales como guerra, inestabilidad política interna, etc, para justificar la desaparición forzada de personas (Art. X). Ni en éstas, ni en otras disposiciones de la Convención, encuentra la Sala inconstitucionalidad alguna, dada la naturaleza y gravedad de los actos regulados, que imponen medidas en extremo rigurosas, como posible vía a la desaparición - y aquí vale el término- de este tipo de prácticas, que al parecer todavía subsisten en este Continente, no obstante el progreso hacia sistemas democráticos, que se ha experimentado en los últimos años. Aquí la Sala solo formularía la observación de que en cuanto a las "inmunidades", que de principio la Convención descarta y, diríamos, razonablemente, hay que excluir a aquellos funcionarios constitucionalmente cobijados por inmunidad, como serían los miembros de los Supremos Poderes (artículo 121 inciso 9° de la Constitución Política). Con esa sola observación, la previsión del Artículo IX de la Convención, es inobjetable. Tampoco es inconstitucional que la Convención prácticamente "obligue" a sancionar a los responsables de desapariciones forzadas, con lo cual sería imposible una amnistía (en abstracto), que impida la investigación y eventual sanción de los hechos. A lo sumo, lo que estaría permitido por la Convención sería el indulto, como gracia del Estado, posterior a una sentencia condenatoria, en Costa Rica regulado por el artículo 47: inciso 2° de la Constitución Política, en cabeza del Consejo de Gobierno. 

B.4. Obligación de educar a los funcionarios públicos. 

La Convención habla del deber de los Estados Partes de dar formación a los funcionarios encargados de la aplicación de la ley ( no distingue), pero particularmente diríamos que a jueces, fiscales y a los llamados policías, guardias, investigadores, etc, sobre el delito de desaparición forzada de personas, muy importante, porque hay una multiplicidad de acciones relacionadas con este tema, algunas directamente implicadas en lo que es el delito, tal cual se contempla en el Artículo II, pero otras apenas conexas, como serían las prácticas de detenciones masivas indiscriminadas, o la falta o insuficiencia de registros en los centros de detención, tema este último que lamentablemente la Sala ha podido comprobar (Expediente N° 5252-S-95). El Convenio insiste en otro tipo de deberes (lugares de detención clara y oficialmente reconocidos, así como el deber de presentar a los detenidos, sin demora, ante juez competente, etc). 

En resumen, la Sala encuentra que todas las cautelas que la Convención precisa, son parte esencial de este tipo de normativa, destinada a salvaguardar a las personas de actos manifiestamente arbitrarios, por ausencia no solamente de norma fundante, sino de razonabilidad y proporcionalidad en su ejecución y resultados. Por ello, con la observación y reserva formulada en el acápite anterior, no encuentra que existan cuestiones inconstitucionales en el texto de la Convención sometida a aprobación de la Asamblea Legislativa y a consulta preceptiva. 

Los Magistrados Piza, Castro y Arias salvan el voto y declaran que el artículo VII de la Convención contraría los principios constitucionales costarricenses, en cuanto establece la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena en los delitos a que se refiere, desde luego sin perjuicio de su carácter continuado o permanente conforme al artículo III de la misma Convención. A ese efecto consideran que debe hacerse expresa salvedad, en los términos del propio artículo VII párrafo 2°. 

POR TANTO: 

La Sala Constitucional evacua la consulta preceptiva de constitucionalidad que formula la Asamblea Legislativa, en el sentido de que el proyecto de ley de aprobación de "LA CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICION FORZADA DE PERSONAS, SUSCRITA POR COSTA RICA EL 9 DE JUNIO DE 1994, POR LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACION DE ESTADOS AMERICANOS (OEA), EN LA CIUDAD DE BELÉN, BRASIL" (Expediente N°12.128), no contiene trámites ni disposiciones inconstitucionales, sin perjuicio de las inmunidades que la propia Constitución Política establece. 

Luis Paulino Mora M. 

Presidente 

R. E. Piza E. Jorge E. Castro B. 

Luis Fernando Solano C. Eduardo Sancho G. 

Carlos Manuel Arguedas R. Hernando Arias G. 

LFSC/pmc. 

VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS PIZA ESCALANTE, CASTRO BOLAÑOS Y ARIAS GOMEZ: Redacta el primero; salvamos el voto respecto del artículo VII de la Convención, en cuanto que establece la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena en los delitos relativos a la desaparición forzada de personas, dado que consideramos, en primer lugar que no debe haber delitos de ninguna especie que no sean susceptibles de prescripción y en segundo lugar que dar un tratamiento sustancialmente diferente a determinados delitos atenta contra la igualdad de trato que, como derecho fundamental debe darse también a los delincuentes, no importa cuán repugnante sea su conducta. No encontramos ninguna justificación razonable para que unos delitos prescriban y otros no, máxime que nuestro país se ha negado sistemáticamente a aceptar la imprescriptibilidad de otros tan graves y repugnantes como el terrorismo o los crímenes de lesa humanidad. El propio artículo VII en su párrafo segundo deja a salvo las previsiones constitucionales de los Estados Partes, pero estimamos necesario hacer la salvedad expresa en virtud de que aplicamos en este caso principios que no están recogidos expresamente en el texto constitucional. Desde luego, nuestro voto no empece el carácter continuado o permanente de estos delitos conforme al artículo III de la misma Convención, característica que consideramos razonable en el tanto la víctima no haya reaparecido y recobrado su libertad. 

R. E. Piza E. 

Jorge E. Castro B. Hernando Arias G. 

